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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:


Sentencia de 24 de octubre de 2018

Radicación Nro.

66001-31-05-005-2016-00256-01

Proceso


Ordinario Laboral

Demandante:


María Isabel Marín Gutiérrez

Demandados:


Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda

Magistrado Ponente:

Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:

Juzgado Quinto Laboral del Circuito

TEMAS:
PENSIÓN DE INVALIDEZ / CALIFICACIÓN DE LA PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL / DICTAMEN DE LA JUNTA DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ NO ES PRUEBA EXCLUSIVA /  CARGA PROBATORIA DEL DEMANDANTE.
La Sala de Casación Laboral por medio de las sentencias de 29 de junio de 2005 radicación Nº 24.392, 30 de agosto de 2005 radicación Nº 25.505 y SL 5622 de 9 de abril de 2014 radicación Nº 52.072, ésta última con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo ha enseñado que el dictamen emitido por una Junta de Calificación de Invalidez no es la prueba “calificada y exclusiva” para determinar la disminución de la capacidad laboral, el origen de la calificación y la fecha de estructuración de la misma, pues dicha prueba realmente es un experticio que la ley estableció que fuera practicado por unos determinados entes, sin que constituya en si una prueba solemne.

En ese sentido, el parágrafo 3º del artículo 4º del Decreto 1352 de 2013 establece: “Sin perjuicio del dictamen pericial que el juez laboral pueda ordenar a un auxiliar de la justicia, a una universidad, a una entidad u organismo competente en el tema de calificación del origen y pérdida de la capacidad laboral, el juez podrá designar como perito a una Junta Regional de Calificación de Invalidez que no sea la Junta a la que corresponda el dictamen demandado.”. 

Nótese como la referida norma define que el origen y el grado de la pérdida de la capacidad laboral podrán ser modificados, si se allega al proceso dictamen efectuado únicamente por un auxiliar de la justicia, universidad, entidad diferente competente para ello como por ejemplo el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses o en su defecto, una Junta diferente a la que emitió el dictamen demandado; mientras que la fecha de estructuración es una cuestión que puede fijarse a partir de otras pruebas diferentes que pueden ser aportadas al proceso y que no necesitan de conocimientos técnico-científicos. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veinticuatro de octubre de dos mil dieciocho, siendo las once de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la señora MARÍA ISABEL MARÍN GUTIÉRREZ en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 23  de abril de 2018, dentro del proceso que le promueve a la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACION DE INVALIDEZ DE RISARALDA, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2016-00256-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora María Isabel Marín Gutiérrez que la justicia laboral declare la nulidad parcial del dictamen No. 886 emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda el 14 de noviembre de 2013 en lo que concierne a la fecha de estructuración de la invalidez y con base en ello aspira que se fije como tal el 17 de febrero de 2003 y se condene en costas procesales a su favor. 

Refiere que: Nació el 8 de mayo de 1948; ante el fallecimiento de su hermano Héctor Fabio Marín Gutiérrez solicitó la sustitución pensional, por cuanto para la fecha de su deceso que tuvo lugar el 21 de septiembre de 2012, venía percibiendo una pensión compartida por parte de Colpensiones y el Fondo de Consolidación del Patrimonio Autónomo Pensional de Cartago, Valle del Cauca; la solicitud pensional le fue negada argumentando que la dependencia económica exigida por la ley, había quedado desvirtuada, por cuanto la pérdida de su capacidad laboral se había estructurado con posterioridad al fallecimiento de su hermano; esa sustitución pensional le fue concedida a la señora Miryam Martínez Vélez, en calidad de compañera permanente del fallecido; la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, fundamentó la estructuración de la invalidez erradamente en la resonancia magnética efectuada el 17 de febrero de 2013, por medio de la cual se comprobó la artrosis de rodilla que ella padece, sin embargo, debió tener en cuenta las demás patologías severas anteriores que padece desde hace más 10 años, según se evidencia en la historia clínica.  
La Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda –fls.163 a 167-, aceptó los hechos relacionados con la fecha de nacimiento de la accionante y lo consignado en el dictamen No. 886 de 2013 por ella emitido. Frente a los demás hechos indicó que no eran ciertos o no le constaban. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Legalidad en la calificación” y “Ausencia de error grave”.
En sentencia de 23 de abril de 2018, la funcionaria de primer grado, estableció que para la determinación de la PCL, su origen y fecha de estructuración, las entidades competentes, según las Leyes 2463 de 2001 y 962 de 2005, son las Juntas Regionales y Nacionales de Calificación de Invalidez y en ese sentido, consideró que la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, al emitir el dictamen No. 886 de 2013, no había incurrido en error, por cuanto el mismo cumple con los parámetros establecidos en la ley, sustentando esa decisión, en el dictamen que como perito técnico en el presente asunto, emitió su homóloga del Quindío, la cual tuvo en cuenta tanto en la historia clínica como los reportes médicos de la accionante, mismos que dieron cuenta de todas las patologías que sufre, encontrando únicamente una diferencia de seis días en la fecha de estructuración, por lo que la a-quo tuvo como tal, la fijada inicialmente por la aquí accionada, esto es, el 17 de febrero de 2013. 
Inconforme con la decisión, la parte actora presentó recurso de apelación, manifestando que el dictamen de la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Quindío, no acertó al determinar la fecha de estructuración de la invalidez de la señora María Isabel Marín Gutiérrez, pues desechó todos los antecedentes y patologías padecidas por ella con anterioridad al 17 de febrero de 2013, las cuales se encuentran contenidas en la historia clínica arrimada al proceso y que dan cuenta de la imposibilidad que ha tenido para su auto-sostenimiento desde mucho tiempo antes de esa calenda, adicionalmente, la calificación emitida por el médico Cirujano Jairo Castro Muñoz, no fue valorada por el Despacho ni por el perito técnico, la cual corrobora los dichos de la demanda.  
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURIDICO:

¿Hay lugar a declarar la nulidad parcial del dictamen emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda el 14 de noviembre de 2013, en el que se determinó como fecha de estructuración de la invalidez de la señora María Isabel Marín Gutiérrez el 17 de febrero de 2013?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

EL DICTAMEN DE LA JUNTA DE CALIFICACION DE INVALIDEZ COMO PRUEBA DENTRO DEL PROCESO JUDICIAL

La Sala de Casación Laboral por medio de las sentencias de 29 de junio de 2005 radicación Nº 24.392, 30 de agosto de 2005 radicación Nº 25.505 y SL 5622 de 9 de abril de 2014 radicación Nº 52.072, ésta última con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo ha enseñado que el dictamen emitido por una Junta de Calificación de Invalidez no es la prueba “calificada y exclusiva” para determinar la disminución de la capacidad laboral, el origen de la calificación y la fecha de estructuración de la misma, pues dicha prueba realmente es un experticio que la ley estableció que fuera practicado por unos determinados entes, sin que constituya en si una prueba solemne.

En ese sentido, el parágrafo 3º del artículo 4º del Decreto 1352 de 2013 establece: “Sin perjuicio del dictamen pericial que el juez laboral pueda ordenar a un auxiliar de la justicia, a una universidad, a una entidad u organismo competente en el tema de calificación del origen y pérdida de la capacidad laboral, el juez podrá designar como perito a una Junta Regional de Calificación de Invalidez que no sea la Junta a la que corresponda el dictamen demandado.”. 

Nótese como la referida norma define que el origen y el grado de la pérdida de la capacidad laboral podrán ser modificados, si se allega al proceso dictamen efectuado únicamente por un auxiliar de la justicia, universidad, entidad diferente competente para ello como por ejemplo el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses o en su defecto, una Junta diferente a la que emitió el dictamen demandado; mientras que la fecha de estructuración es una cuestión que puede fijarse a partir de otras pruebas diferentes que pueden ser aportadas al proceso y que no necesitan de conocimientos técnico-científicos. 

EL CASO CONCRETO
Con el fin de que se modificara la fecha de estructuración de la invalidez fijada por la Junta Regional de Calificación de Risaralda para el 17 de febrero de 2013, la parte actora solicitó en la demanda –fls.140 a 143- que se nombrara perito médico, para que previa revisión de la historia clínica y del dictamen médico aportado con el libelo introductor, rindiera prueba pericial sobre cuál es la fecha de estructuración de la invalidez del 52,46% de la señora María Isabel Marín Gutiérrez.

En la audiencia de que trata el artículo 77 del C.P.T. y de la S.S., la falladora de primera instancia en la etapa correspondiente al decreto de pruebas, accedió a la solicitada por la parte actora concerniente a que se rinda un dictamen pericial para definir cuál es la fecha de estructuración de la invalidez de la accionante, decidiendo que fuera la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Quindío la llamada a emitirlo, decisión que no fue objeto de controversia, quedando ejecutoriada en estrados.

Así las cosas, la parte actora procedió a remitir los documentos que servirían de fundamento para que la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Quindío determinara la fecha de estructuración de la invalidez de la señora María Isabel Marín Gutiérrez, indicando expresamente que anexaba “copia íntegra del historial clínico, formulario de calificación anterior y comprobante de consignación de los honorarios de la junta”.  

Bajo esas circunstancias, la Junta de Calificación de invalidez que sirvió como perito en el presente asunto, emitió dictamen pericial Nº 2079-2017 de 6 de diciembre de 2017 –fls.195 a 200- en el que concluyó que la pérdida de la capacidad laboral del 52,46% de origen común sufrida por la accionante, se estructuró el 11 de febrero de 2013, es decir, seis días antes de la fecha fijada por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda.

Para llegar a esa conclusión, el mencionado ente indicó que luego de analizar el historial clínico allegado, encontró que el diagnóstico que lleva a que la señora María Isabel Marín Gutiérrez tenga una PCL del 52,460%, se deriva de la artrosis de las rodillas (gonartrosis) patología que para el oficio descrito por la actora, le genera la ocupación reducida, en consecuencia, al encontrarse la misma soportada en el RX de rodillas comparativas realizado el 11 de febrero de 2013, indicando que no había lugar a fijar la estructuración de la invalidez en una fecha anterior, ya que a pesar de que habían algunas valoraciones previas, en ninguna de ellas se diagnosticó la referenciada patología invalidante. 

Dentro de la audiencia de que trata el artículo 80 del CPT y de la SS, la juzgadora de primer grado corrió traslado del dictamen, frente al cual la parte actora presentó objeción por error grave, la cual fue despachada desfavorablemente por la a-quo, argumentando que conforme al artículo 228 del C.G.P., dicha objeción resultaba improcedente, pues para la contradicción de dicha prueba pericial, debía solicitarse la comparecencia del perito y/o aportar un nuevo dictamen.
Luego de interponer recurso de apelación contra esa decisión y no concederse el mismo, la parte actora guardó silencio, sin embargo, en el recurso de apelación, refiere que el dictamen pericial emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Quindío, no tuvo en cuenta las patologías que han influido en la imposibilidad que ha tenido la señora María Isabel Marín Gutiérrez para su auto-sostenimiento, según la historia clínica y además, porque ni el Despacho ni esa entidad valoraron la calificación efectuada por el médico y cirujano que se aportó como prueba con la demanda. 
Frente a lo anterior, debe indicarse que si bien es cierto que la Junta que sirvió como perito en este asunto no valoró el concepto o “calificación” emitido por el Dr Jairo Castro Muñoz, médico y cirujano visible a folio 136, también lo es que le competía a la parte actora remitirla, por ser una prueba decretada a instancias suyas –fl.170–, sin embargo, conforme al documento visible a folio 192 del expediente, esa calificación no fue incluida dentro de los documentos que fueron enviados para efectos de la determinación de la fecha de estructuración de la invalidez de la accionante. 
No obstante lo anterior y aun teniendo en cuenta dicha prueba y lo consignado en la historia clínica visible a folios 14 a 135 del expediente, la Sala observa que tales probanzas no acreditan que la gonartrosis que padece la señora María Isabel Marín Gutiérrez y que fue catalogada por las Juntas de Calificación de Invalidez como la patología con mayor potencialidad de generar la ocupación reducida y el factor que desborda el 50% de su PCL, se haya producido con anterioridad al 17 de febrero de 2013.

Lo anterior, porque en el dictamen aportado con la demanda y emitido por el médico y cirujano el 28 de octubre de 2015 –fl.136-, se hace un análisis muy superficial acerca de las patologías sufridas por la actora, indicando respecto a la gonartrosis, que la misma viene desarrollándose desde hace 15 o 20 años atrás, sin embargo, a renglón seguido y sin ninguna explicación adicional, concluye que esa patología se estructuró desde 1995, situación que carece de un análisis juicioso y de la concreción de un examen médico o ayuda diagnóstica que fundamente su afirmación. 
Y, respecto de la historia clínica, debe decirse que si bien se observa que la accionante consultó en oportunidades anteriores al 17 de febrero de 2013 por dolor en las piernas, como ocurrió el día 31 de marzo de 2010 –fl.47–, también lo es que para esa calenda y las anteriores, los síntomas de esa enfermedad apenas se estaban manifestando o se estaba “desarrollando”, por lo tanto, no podría tenerse en cuenta para fijar como fecha invalidante, la aparición de los primeros síntomas, como pretende el recurrente, adicionalmente, tampoco se puede determinar con esa historia clínica, en qué momento se produjo con exactitud el 50% de pérdida de la capacidad laboral de la accionante.
En ese orden de ideas, se concluye entonces que la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda no incurrió en error grave al establecer como fecha de estructuración de la invalidez de la accionante el 17 de febrero de 2013; motivo por el que habrá de confirmarse la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito por medio de la cual se negaron las pretensiones de la demanda.

Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 23 de abril de 2018.

SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte actora en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
       ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN 

Magistrado





       Magistrada

                                                                                 Impedida

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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